
 

 

 
EXP. N.° 01605-2023-PHC/TC  

CUSCO 

MARLON RAMIRO DÁVALOS 

BARRIENTOS REPRESENTADO 

POR MARY LUZ BARRIENTOS 

AYALA  

 

 

AUTO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Lima, 23 de octubre de 2023 

 

VISTO 

 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Mary Luz 

Barrientos Ayala a favor de don Marlon Ramiro Dávalos Barrientos contra la 

Resolución 9, de fecha 27 de marzo de 20231, expedida por la Primera Sala 

Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia del Cusco, que declaró 

improcedente la demanda de habeas corpus de autos; y 

 

ATENDIENDO A QUE 

 

1. Con fecha 6 de febrero de 2023, doña Mary Luz Barrientos Ayala 

interpuso demanda de habeas corpus2 a favor de don Marlon Ramiro 

Dávalos Barrientos y la dirigió contra don Guido Castilla Lira, juez del 

Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria de Cusco; contra doña 

Carmen Pilar Velasco Guzmán, jueza del Segundo Juzgado Penal 

Unipersonal de Violencia contra la Mujer e Integrantes del Grupo 

Familiar sede Mesón de Cusco; y contra los magistrados Sarmiento 

Núñez, Silva Astete y Paredes Matheus, integrantes de la Segunda Sala 

Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia del Cusco. 

Denuncia la vulneración a los derechos a la libertad personal, al debido 

proceso, de defensa y a la prueba.  

 

2. Doña Mary Luz Barrientos Ayala solicita que se declare la nulidad de i) 

la sentencia, Resolución 12, de fecha 26 de julio de 20223, mediante la 

cual don Marlon Ramiro Dávalos Barrientos fue condenado a cinco años 

de pena privativa de la libertad, por el delito de actos contra el pudor de 

menor de edad4; y ii) la sentencia de vista, Resolución 18, de fecha 18 de 

octubre de 20225, que confirmó la sentencia condenatoria.  

 

3. La recurrente alega que de los actuados en el proceso penal contra el 

 
1 Fojas 84 del expediente  

2 Fojas 1 del expediente  

3 Fojas 20 del expediente 

4 Expediente 5478-2019-78-1001-JR-PE-03 

5 Fojas 35 del expediente  
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favorecido se tiene que fue sentenciado en un proceso con acusación 

directa (sin investigación formal) y sin admitírsele un medio de prueba en 

etapa de juzgamiento y en apelación frente a los admitidos al Ministerio 

Público y al actor civil.  

 

4. Sostiene que el beneficiario no fue detenido en flagrancia y en su 

declaración, de fecha 20 de junio de 2017, manifestó no ser responsable 

de los hechos. Sustentó que el día de los hechos (5 de abril de 2017) se 

encontraba bebiendo con unos amigos, y que el día de su detención se 

hallaba en el colegio, por lo que el director del centro educativo lo llamó 

para conversar, siendo esa la razón por la que se acercó por primera vez a 

la institución; posición que ha mantenido de manera uniforme y 

persistente. 

 

5. Sin embargo, el fiscal no consideró necesario tomar la declaración al 

director del colegio ni realizar una inspección en el lugar en el que el 

favorecido estuvo bebiendo, ni del amigo con el cual había quedado en 

ver un partido de fútbol; actos de investigación que sin duda 

corroborarían la versión del imputado o lo desvirtuarían. 

 

6. Añade que don Guido Castilla Lira, juez del Tercer Juzgado de 

Investigación Preparatoria de Cusco, pese a advertir una imputación 

concreta sostenida en diez líneas, y circunstancias precedentes y 

posteriores de cuatro líneas no consideró devolver la acusación y admitió 

los medios de prueba de la fiscalía del actor civil. Empero, no admitió 

medio de prueba del favorecido, debido a que su defensa pública 

designada al caso no ofreció medio probatorio alguno en su favor mucho 

menos hizo suyas las pruebas del Ministerio Público, se dictó el auto de 

enjuiciamiento y en ese estado se pasó a la siguiente etapa.  

 

7. Argumenta que, en etapa de juicio oral, la jueza demandada no admitió 

prueba alguna del imputado, pese a que tenía la facultad de introducirla, 

conforme a lo establecido en el artículo 385 del nuevo Código Procesal 

Penal.  

 

8. Agrega que, en segunda instancia, la Sala Superior emplazada no admitió 

medios de prueba del favorecido por ser el ofrecimiento extemporáneo, 

situación que afectó el derecho de defensa del favorecido por un 

formalismo. Refiere que los medios de prueba que no fueron admitidos y 

que resultaban esenciales fueron i) la fotografía publicada en una red 
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social, que acreditaría que el beneficiario estaba con una vestimenta 

distinta a la señalada por la víctima; ii) el registro de la cámara de video 

de la institución educativa, de fecha 5 de abril de 2017; y iii) el informe 

pericial 001-2022, que concluye que la persona del registro de cámaras 

no es el favorecido. 

 

9. Finalmente, expresa que la defensa pública no realizó una sola pregunta 

en la declaración del investigado de fecha 20 de junio de 2017, además 

de no realizar una sola pregunta en la entrevista en la cámara Gesell y 

omitir ofrecer un medio de prueba en la etapa intermedia, juicio oral, y en 

la apelación ofreció medios probatorios extemporáneos. 

 

10. El Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria de Cusco, mediante 

Resolución 1, de fecha 7 de febrero de 2023 6 , admitió a trámite la 

demanda de habeas corpus.  

 

11. El procurador público adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder 

Judicial contestó la demanda de habeas corpus 7  y solicitó que sea 

declarada improcedente. Argumenta que junto con la demanda no se ha 

adjuntado las resoluciones judiciales cuestionadas, pese a que es deber de 

los demandantes acreditar los actos lesivos invocados en la demanda. 

Asimismo, expresa que lo que en la realidad se pretende es el reexamen 

de las pruebas ya valoradas por los jueces ordinarios, puesto que el 

resultado del proceso no salió conforme a los intereses del favorecido; 

aspecto que sin duda excede la competencia del juez constitucional, por 

cuanto esta instancia constitucional no es para dilucidar la 

responsabilidad penal o no de los investigados en el proceso penal, sino 

que es una instancia excepcional de tutela urgente.  

  

12. El Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria de Cusco, mediante 

sentencia, Resolución 4, de fecha 20 de febrero de 20228 (sic), declaró 

improcedente la demanda de habeas corpus, al considerar que el 

favorecido estuvo acompañado de su abogada, defensora pública, Nilma 

Nanzy Álvarez Frisancho, quien no solo se apersonó al proceso, sino que 

observó el requerimiento acusatorio, conforme obra en el audio de la 

audiencia, donde planteó observaciones de carácter formal y con fecha 28 

 
6 Fojas 14 del expediente  

7 Fojas 84 del documento pdf del expediente  

8 Fojas 93 del documento pdf del expediente  
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de enero de 2020, dedujo el sobreseimiento, planteamientos que fueron 

desestimados, mediante resoluciones que no fueron impugnadas, pasando 

a la admisión de medios probatorios donde la defensa pública 

nuevamente formuló las observaciones correspondientes y no ofreció 

medio probatorio alguno. Asimismo, el favorecido ha estado asesorado 

debidamente por una defensa de su libre elección, don Miguel Velarde 

Valenzuela, quien subrogó a la defensa pública y solicitó, en su primera 

intervención, la suspensión de la audiencia para efectos de conocer mejor 

sobre los detalles del caso, por haber asumido recién su defensa. Afirma 

que en la apelación estuvo presente su defensa pública, por lo que no 

puede alegarse la violación del debido proceso, específicamente, el 

derecho de defensa. De otro lado, estima que el proceso constitucional no 

es una instancia a la que puedan extenderse las nulidades o 

impugnaciones del proceso ordinario y tampoco convertirse en un medio 

para estrategias de defensa de la parte que resultó vencido. Respecto al 

derecho a la prueba de la revisión de los actuados, se advierte que la 

defensa pública en etapa intermedia, pese a haber participado 

activamente y en presencia del favorecido, no ofreció medio probatorio, 

y luego al ser subrogada por la defensa privada en juicio oral y por existir 

la oportunidad de presentar pruebas nuevas, tampoco se ofreció prueba 

alguna, por lo que este extremo es desestimado. Finalmente, señala que el 

juzgado ha fundamentado su negativa a actuar pruebas excepcionales, 

presentadas por la defensa del demandante, básicamente por no cumplir 

con los presupuestos establecidos en el artículo 373 del nuevo Código 

Procesal Penal.  

  

13. La Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia 

del Cusco confirmó la sentencia apelada, por similares fundamentos.  

 

14. El demandante cuestiona las decisiones judiciales, por considerar que son 

atentatorias a los derechos a la prueba, debido proceso, defensa y a la 

libertad individual.  

 

15. La Constitución Política del Perú establece en el artículo 200, inciso 1, 

que mediante el habeas corpus se protege tanto la libertad individual 

como los derechos conexos a ella; no obstante, no cualquier reclamo que 

alegue afectación del derecho a la libertad personal o derechos conexos 

puede reputarse efectivamente como tal y merecer tutela, pues para ello 

es necesario analizar previamente si tales actos denunciados vulneran el 
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contenido constitucionalmente protegido del derecho tutelado por el 

habeas corpus. 

 

16. El Tribunal Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha establecido 

que no es función del juez constitucional proceder a la subsunción de la 

conducta en un determinado tipo penal; a la calificación específica del 

tipo penal imputado; a la resolución de los medios técnicos de defensa; a 

la realización de diligencias o actos de investigación; a efectuar el 

reexamen o revaloración de los medios probatorios, así como al 

establecimiento de la inocencia o responsabilidad penal del procesado, 

pues, como es evidente, ello es tarea exclusiva del juez ordinario, que 

escapa a la competencia del juez constitucional. 

 

17. En el caso de autos, este Tribunal considera que, respecto a determinados 

extremos, si bien se denuncia, la vulneración del derecho a la prueba, en 

esencia se cuestiona la valoración y suficiencia probatoria, en la medida 

en que el favorecido cuestiona el hecho de que los emplazados lo 

condenaron por medios probatorios que, a su criterio, son insuficientes, 

pues no demostrarían la vinculación de este con los hechos imputados. 

En efecto, el demandante considera que se han debido realizar 

determinados actos, como es tomar la declaración al director del colegio 

o realizar una inspección en el lugar en el que el favorecido estuvo 

bebiendo, además de omitir la declaración del amigo con el cual había 

quedado en ver un partido de fútbol, entre otros cuestionamientos de 

valoración probatoria, que son asuntos que no competen ser dilucidados 

por la judicatura constitucional. Asimismo, cuestiona la actuación del 

juez Castilla Lira que dictó el acto de enjuiciamiento, pues considera que 

debió devolver la acusación y exigir una imputación concreta, aspecto 

que no incide en el derecho a la libertad individual. 

 

18. Por consiguiente, puesto que la reclamación del recurrente no está 

referida al contenido constitucionalmente protegido del derecho tutelado 

por el habeas corpus, resulta de aplicación el artículo 7, inciso 1 del 

Nuevo Código Procesal Constitucional. 

 

19. Sobre el derecho de defensa, este Tribunal, en reiterada jurisprudencia, 

ha anotado que el derecho a la defensa comporta en estricto el derecho de 

no quedar en estado de indefensión en cualquier etapa del proceso penal. 

Este derecho tiene una doble dimensión: una material, referida al derecho 

del imputado o demandado de ejercer su propia defensa desde el instante 
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en que toma conocimiento de que se le atribuye la comisión de 

determinado hecho delictivo, y otra formal, que supone el derecho a una 

defensa técnica, esto es, al asesoramiento y patrocinio de un abogado 

defensor durante todo el tiempo que dure el proceso.  

 

20. Asimismo, en los casos en que el Estado tenga la obligación de asignar 

un defensor de oficio, el respeto de esta posición iusfundamental queda 

garantizada siempre que se le posibilite contar con los medios y el tiempo 

necesario para que ejerza adecuadamente la defensa técnica. Se 

salvaguarda, así, que la presencia del defensor técnico y su actuación en 

el proceso no sean actos meramente formales, sino capaces de ofrecer un 

patrocinio legal adecuado y efectivo9. Ahora bien, este derecho no se 

limita únicamente a la exigencia de que se produzca la designación de un 

abogado defensor de oficio en caso de que el imputado no haya podido 

designar uno de libre elección. Para garantizar el pleno ejercicio del 

derecho se requiere que el defensor actúe de manera diligente. 

 

21. Respecto a la afectación del derecho de defensa por parte de un abogado 

de su elección, el Tribunal Constitucional ha señalado que el reexamen 

de estrategias de defensa de un abogado de libre elección, la valoración 

de su aptitud al interior del proceso penal y la apreciación de la calidad 

de defensa de un abogado particular, como en el caso de autos, se 

encuentra  fuera del contenido constitucionalmente protegido del derecho 

de defensa por lo que no corresponde ser analizada vía el proceso 

constitucional de habeas corpus10. 

 

22. En el caso de autos, el demandante argumenta que esencialmente se ha 

vulnerado su derecho de defensa, puesto que durante un estadio del 

proceso estuvo asistido por un letrado de su libre elección, el que realizó 

una defensa ineficaz. Al respecto, conforme lo ha señalado el Colegiado 

Constitucional, las estrategias de defensa no forman parte del contenido 

esencial del derecho de defensa. Por tanto, corresponde la aplicación del 

artículo 7, inciso 1 del Nuevo Código Procesal Constitucional.  

 

23. Por otro lado, cuestiona la actuación de la defensora pública, pues 

considera que no ofreció medios probatorios relevantes para determinar 

su irresponsabilidad penal.  

 
9 Sentencia emitida en el Expediente 02432-2014-PHC/TC 

10 Sentencias recaídas en los expedientes 1652-2019-PHC/TC; 3965-2018-PHC/TC. 
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24. De los actuados se puede advertir que i) el favorecido durante la etapa 

intermedia, estuvo asistido por la abogada defensora pública Nilma 

Nanzy Álvarez Frisancho. Sin embargo, de autos no obra suficiente 

documentación a efectos de analizar cuál ha sido el accionar concreto 

desplegada por la defensora pública; ii) el favorecido denuncia que la 

defensora pública no presentó prueba alguna, sin embargo es necesario 

verificar tal situación, y de ser así, cuál fue el motivo por el que se no se 

admitieron los medios probatorios y, de ser el caso, si se cuestionó tal 

decisión; iii) es necesario determinar hasta qué etapa del proceso la 

defensora pública asistió al favorecido, a efectos de determinar si el 

defensor privado que la subrogó podía presentar documentación 

probatoria.  

 

25. Por consiguiente, este Tribunal considera que se ha realizado una 

deficiente investigación del habeas corpus, por lo que es necesario 

declarar la nulidad de todo el proceso conforme al artículo 116 del Nuevo 

Código Procesal Constitucional y ordenarse la reposición del trámite al 

estado inmediato anterior a la concurrencia del vicio, con el fin de que 

también se emplace con la demanda a doña Nilma Nanzy Álvarez 

Frisancho, defensora pública, y a la Dirección Distrital de la Defensoría 

Pública del Distrito Judicial del Cusco, para que se realice una correcta 

investigación sumaria, y que, como consecuencia de aquello, se emita 

una nueva resolución debidamente motivada, respecto de todos los 

derechos invocados como vulnerados. Ello, con el fin de otorgar una 

protección eficaz en caso existan derechos constitucionales lesionados11, 

puesto que la designación de un defensor de oficio no puede constituir un 

acto meramente formal que no brinde una adecuada tutela al contenido 

constitucionalmente protegido del derecho de defensa. 

 

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad 

que le confiere la Constitución Política del Perú, 

 

RESUELVE 

 

1. Declarar NULA la resolución expedida por la Primera Sala Penal de 

 
11 Sentencias recaídas en los expedientes 00569-2003-AC/TC, FJ 8; y 00561-2009-PHC/TC, 

FJ 20. 
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Apelaciones de la Corte Superior de Justicia del Cusco12; y NULO todo lo 

actuado desde foja 93, debiendo ampliarse la sumaria investigación a 

efectos de que también se emplace con la demanda a doña Nilma Nanzy 

Álvarez Frisancho, defensora pública y a la Dirección Distrital de la 

Defensoría Pública del Distrito Judicial del Cusco, y se emita la sentencia 

que corresponda respecto a ese extremo de la demanda.  

 

2. Declarar IMPROCEDENTE lo demás que contiene.  

 

Publíquese y notifíquese. 

 

SS. 

 

MONTEAGUDO VALDEZ 

PACHECO ZERGA 

OCHOA CARDICH 

 

 

 

 

 
12 Foja 84 del expediente 

PONENTE PACHECO ZERGA 
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